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Este articulo expone la evolución de la estabilidad laboral reforzada y está centrado en las 
diferentes interpretaciones que se vienen generando desde las instancias judiciales y las repetidas 
discrepancias que se presentan en torno a la aplicación de las normas y a las diferentes sentencias 
proferidas, ratificando las decisiones enmarcadas por la corte constitucional que abarcan la 
protección al estado de debilidad manifiesta de todos los que sientan vulnerabilidad en la 
aplicación de sus derechos. 
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This article presents the evolution of the reinforced labor stability and is focused on the 
different interpretations that have been generated from the judicial instances and the repetitive 
discrepancies that are presented around the application of the norms and the different judgments 
pronounced, ratifying the decisions by the constitutional court that cover the protection to the 
weakness manifest state of all those who stay in vulnerability in the application of their rights. 
 




Los innumerables casos relacionados con la estabilidad laboral reforzada, hace que cada día 
los profesionales del derecho y de otras disciplinas relacionadas con la administración del personal, 
se interesen mucho más sobre este tema, dado a que se ha hecho evidente las diferencias entre los 
conceptos proferidos por la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, para defender los 
derechos de los trabajadores o para cuidar los intereses de los empleadores. 
 
El siguiente artículo de reflexión científica, busca poder dar respuesta al cuestionamiento 
sobre cuáles son los fundamentos y principios teóricos tomados en cuenta por ambas cortes, para 
poder argumentar sus decisiones en las sentencias, esto le permitirá a los lectores tener referentes 
claros sobre las diferentes posturas y evidenciar como cambian las posiciones desde las diferentes 
instancias de los procesos jurídicos. 
 
Por consiguiente, este articulo permite afianzar conocimientos de gran importancia para el 
ejercicio de la labor, ya que la mayoría del tiempo se ejercen funciones enfocadas a proteger los 
derechos e intereses de los empleadores, sin embargo, con este ejercicio se logra profundizar en 
las condiciones actuales a las que se ven enfrentados los empleados en el ejercicio de su labor, y 
las equivocaciones que cometen la mayoría de veces los empleadores al no garantizar unas 
condiciones dignas de trabajo a sus colaboradores, o al omitir e incumplir procedimientos o 
recomendaciones que están en pro de la protección del trabajador; de igual forma, se evidencia 
que en muchos casos, estas omisiones se dan por desconocimiento de la normatividad vigente 
relacionada con el fuero o estabilidad laboral de los trabajadores. 
 
1. Principios rectores de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia sobre 
el concepto de estabilidad laboral reforzada 
 
La estabilidad laboral una mirada desde la corte constitucional 
 
El derecho a la estabilidad laboral reforzada consiste en: “ (i) el derecho a conservar el 
empleo; (ii) a no ser despedido en razón de la situación de vulnerabilidad; (iii) a permanecer 
en el empleo hasta que se requiera y siempre que no se configure una causal objetiva que 
conlleve la desvinculación del mismos y; (iv) a que la autoridad laboral competente autorice 
el despido, con la previa verificación de la estructuración de la causal objetiva, no relacionada 
con la situación de vulnerabilidad del trabajador, que se aduce para dar por terminado el 
contrato laboral, so pena que, de no establecerse, el despido sea declarado ineficaz. (Sentencia 
T-320/16, 2016) 
 
En ese sentido, la Corte Constitucional deja claro cuáles son los aspectos que se deben de 
tener en cuenta para el despido de un trabajador, situación que en la realidad no se cumple tanto 
por el empleador, ni por el Ministerio del Trabajo, la rigurosidad en sus investigaciones solicitadas 
por el trabajador y en las visitas a las empresas, ya que esta violación al derecho del trabajo sigue 
pasando y el trabajador se debe acudir hasta la Corte Constitucional para el reconocimiento de los 
derechos.  
 
Corte suprema de justicia 
 
La Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Laboral mediante sentencia SL10538-2016 
Radicación N°42451 Acta 23, ha dejado precedente de su propio criterio frente a la estabilidad 
laboral reforzada en trabajadores que presentan deficiencias en salud y de los cuales no media 
incapacidad médica, calificación de pérdida de capacidad laboral, sino lesiones de enfermedad  
laboral. 
A diferencia de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia plantea su fundamento 
en la legislación vigente, que para este caso fue abordada la Ley 361 de 1997 por la cual se 
establece mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras 
disposiciones: 
En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una 
vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como 
incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona 
limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que 
medie autorización de la oficina de Trabajo. (Ley 361, 1997, Art. 26) 
 
Igualmente, se deja por sentado el planteamiento que, 
La protección con la que cuentan las personas limitadas en lo concerniente a que no pueden 
ser despedidas o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie la 
autorización de la Oficina de Trabajo se encuentra regulada en el artículo 26 de la Ley 361 
de 1997, de manera que la minusvalía a que se refiere esta disposición debe ser buscada, en 
primer lugar, en el contexto de este articulado y, sólo en ausencia de disposición que lo 
determine, es dable acudir a la aplicación supletoria de otras normas, conforme lo prevé el 
artículo 19 del C. S. del T. (Sentencia SL10538-2016, 2016, pág. 15) 
 
 Estabilidad laboral reforzada. Precedente judicial evolución normativa de la estabilidad 
laboral reforzada 
 
La Corte ha indicado que la estabilidad laboral reforzada es un derecho que tienen todas las 
personas que por el deterioro de su salud se encuentren en una situación de debilidad 
manifiesta. Es decir que esta figura opera para cualquier trabajador que por su condición de 
salud, se vea afectada su productividad, sin que sea necesario que cuente con una 
discapacidad declarada, certificada y cuantificada por una junta de calificación médica, ni 
que su origen sea determinado. (Sentencia T-320, 2016, pág. 1) 
 
La estabilidad laboral reforzada a la luz de la Corte Constitucional presenta una amplio 
esquema jurisprudencial en el que emana todos los derechos y obligaciones tanto del Trabajador, 
Empleador y Ministerio del Trabajo, que garantiza la permanencia en su trabajo; la jurisprudenc ia 
constitucional ha desarrollado a partir del principio de estabilidad en el empleo, el derecho a la 
estabilidad laboral reforzada, ya que el empleador sólo podrá desvincular al trabajador que 
presente disminución física o psíquica, cuando medie autorización del inspector del trabajado y 
por causa distinta a la de su padecimiento, en ese sentido la Corte Constitucional se ha pronunciado 
en reiteradas sentencias los principios rectores constitucionales, que para este caso analizaremos 
los principios más relevantes con los cuales la Corte Constitucional ha fallado en las diferentes 
sentencias. (Sentencia T-320, 2016) 
 
 En el artículo primero de la constitución colombiana, enuncia que Colombia es un Estado 
social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia 
del interés general, dejando por sentado que todos los Colombianos tienen derecho al trabajo, y 
que no importa el interés particular sino el general (Procuraduria General de la Nación, 1991). 
 
En relación al artículo trece, destaca que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 
recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional 
o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, en razón a ello nace la estabilidad laboral 
reforzada fortaleciendo el derecho al trabajo a los trabajadores con disminución física, psíquica y 
sensorial (Procuraduria General de la Nación, 1991). 
 
En cuanto al artículo veinticinco, se reconoce que el trabajo es un derecho y una obligación 
social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas, sin discriminación alguna, y mucho menos 
por tener limitaciones para el desempeño laboral (Procuraduria General de la Nación, 1991). 
 
Así mismo, el estado reconoce en el artículo cuarenta y ocho que la Seguridad Social es un 
servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control 
del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos 
que establezca la ley…Los cuales no podrán ser negados a ningún trabajador con estabilidad 
laboral reforzada atentando contra su vida y si integridad física (Procuraduria General de la 
Nación, 1991). 
 
Mientras tanto, con el artículo cincuenta y tres el Gobierno Nacional a través del Congreso 
expedirá el estatuto del trabajo proporcionándoles a los trabajadores todas las condiciones de 
estabilidad laboral reforzada, en igualdad de oportunidades, mínimo vital, logrando con ello 
mitigar la desprotección laboral. 
 
En el artículo cincuenta y cuatro, el estado asumen la obligación y los empleadores ofrecer 
formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la 
ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a 
un trabajo acorde con sus condiciones de salud, disminuyendo el retiro de trabajadores en 
situaciones de vulnerabilidad, la acumulación de procesos judiciales por despido sin justa causa 
con el fuero de estabilidad laboral reforzada y la violación a la seguridad social (Procuraduria 
General de la Nación, 1991). 
 
Aportes a los principios de estabilidad laboral reforzada  
 
En este tema, es importante traer a colación la sentencia C-531/00, donde piden se declaren 
inconstitucionales los incisos primero y segundo, del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, ya que 
pierden validez a la luz del preámbulo de la constitución política y los artículos relacionados con 
igualdad, lo anterior, ya que le permiten a los empleadores dar por terminados los contratos de 
trabajo de personas con limitaciones físicas, psíquicas y sensoriales si tienen permiso de la oficina 
del trabajo, o que en caso tal, deben hacer el pago de una indemnización de 180 días de salario 
para sopesar tal decisión (Sentencia C-531/00, 2000).  
 
Esto deja en desventaja a los empleados que puedan tener este tipo de limitaciones, ya que 
los deja sin garantías a la hora de conservar su puesto de trabajo y quita toda la responsabilidad 
del empleador de garantizar al empleado la readecuación de su puesto de trabajo o de sus 
funciones, para que pueda desempeñar su labor en mejores condiciones, sin contar que también 
estarían violando los artículos 1, y 95 en su punto número 2 de la Constitución política de 
Colombia, que se relacionan con el respeto de la dignidad humana, el trabajo y la solidaridad de 
las personas, además con el principio de solidaridad social, esto indica que se desconoce el 
principio de solidaridad y reintegración social, conceptos que son de gran peso y que son 
argumentos verídicos para las decisiones de los casos relacionados con estabilidad laboral 
reforzada, ya que la mayoría de los empleadores desconocen las condiciones de vida de sus 
trabajadores y no dimensionan las implicaciones que tiene dejar sin empleo una persona que en la 
mayoría de los casos no solo debe responder por su propia subsistencia, sino también por la 
subsistencia de una familia, lo que lo imposibilita a tener el mínimo vital también mencionado en 
el artículo 53 de la Constitución.  
 
Por consiguiente, es de gran relevancia para este artículo la decisión proferida por el Dr. 
Álvaro Tafur Galvis, ya que declara exequible los artículos demandados, lo que garantiza que los 
trabajadores puedan conservar su puesto de trabajo aun así padezcan de alguna limitación física, 
psíquica y sensorial, excepto si oficina de trabajo autoriza la terminación de dicho contrato de 
trabajo a raíz de la materialización de una justa causa (Sentencia C-531/00, 2000). 
 
En cuanto a la Corte Suprema de Justicia, son innumerables las sentencias proferidas por 
diferentes Magistrados, en dónde resuelven tomar acciones a favor del empleador, este es el caso 
de la Sentencia STL4522-2017, donde una ex empleada de la empresa Inversiones médicas de 
Antioquia S.A. – Clínica las Vegas, interpone una acción de tutela en contra de la Sala laboral del 
Tribunal Superior de Medellín, argumenta que se le violó el derecho al debido proceso, frente a 
una demanda ordinaria que interpuso en contra de la empresa para la cual trabajaba, ya que refiere 
no le fue renovado su contrato de trabajo y argumenta que la causa fue a raíz de un dolor que se le 
presentó en la región lumbar mientras se encontraba en su jornada laboral; en este proceso también 
fueron vinculados no solo la sala laboral sino también la empresa, y la Eps a la cual estaba afiliada  
(Sentencia STL4522-2017, 2015).  
 
En síntesis, la Corte Suprema de Justicia resuelve negar la petición de la demandante, dado 
a que no logró aportar las pruebas necesarias para demostrar que la empresa tenía conocimiento 
su estado de salud en la fecha de terminación del contrato, además la corte aclaró que la acción 
interpuesta era improcedente al tratarse de una situación donde no se evidencia un perjuicio 
irremediable; este concepto es usado en muchos casos donde la Corte Suprema de Justicia se 
pronuncia a favor del empleador y se remite al artículo 85 de la Constitución política, que se 
relaciona con el derecho a la acción de tutela, sin embargo se hace claridad que solo podrá ser 
eficaz si la persona no cuenta con otro medio de defensa judicial y que con este mecanismo se trate 
de contrarrestar un perjuicio irremediable. La Corte Constitucional establece unos criterios para 
determinar el perjuicio irremediable: “El perjuicio irremediable debe ser (i) inminente; (ii) grave; 
(iii) requerir de medidas urgentes para su supresión, y (iv) demandar la acción de tutela como una 
medida impostergable” (Sentencia T-214/14, 2014). 
 
Por lo anterior, se evidencia como dos conceptos fundamentales, empiezan a enmarcar las 
diferencias entre los pronunciamientos de ambas cortes y como estas decisiones favorecen los 




Principio de igualdad Robert Alexy aplicado en la estabilidad laboral reforzada 
 
¿Cuál es la decisión correcta desde el punto de vista de los derechos fundamentales y de la 
fundamentación racional de los derechos fundamentales?” (Zárate, 2007), esta es la pregunta en la 
que Robert Alexy enfoca su teoría del principio de igualdad y que hoy queremos enmarcar frente 
al tema de estabilidad laboral reforzada. 
 
Es muy interesante entender cómo desde el punto de vista de un jurista se puede llegar a 
analizar desde la lógica, lo correcto e indispensable para la jurisprudencia obteniendo el resultado 
de una situación que podría ser tan simple y rápida para entregar un veredicto que muchas veces 
tiene que pasar por muchos escenarios legales para lograr al final la solución de un caso. 
 
Esta pregunta y esta aplicación de la jurisprudencia correcta y lógica nos permite analizar los 
resultados obtenidos en sentencias tales como: T-1040/01, T-320/16, T-420/15, T-434/08, T-
057/16, donde existe un factor común y es que todas las decisiones, finalmente, fueron a favor de 
cada uno de los demandantes que sintieron que sus derechos fundamentales fueron violados, y a 
pesar de que en la mayoría se pudo haber establecido un resultado igual a la decisión de la Corte 
Constitucional, pero sin embargo los jueces no lo dictaminaron de esta manera. 
 
El principio de igualdad pretende “dar respuestas racionalmente fundamentadas a las 
cuestiones vinculadas con los derechos fundamentales" (Zárate, 2007, pág. 365), sin embargo, es 
muy importante también establecer la importancia de la claridad que se debe tener entre lo que es 
un derecho fundamental enmarcado en la constitución nacional y poder basarse en esta 
fundamentación a la hora de dar una respuesta, pues en muchas ocasiones se encuentra normas o 
principios que pueden ser, desde el punto de vista lógico, la salida al conflicto y que se pueden 
convertir en pruebas absolutas que al final lo que demuestra es a pesar de que no se está cumpliendo 
con un derecho fundamental, por ejemplo del estado si se está teniendo en cuenta el derecho 
fundamental de las personas. 
 
Ahora bien, también podemos ver la aplicabilidad desde otro punto de vista y es justo cuando 
los casos llegan a la Corte Constitucional y éstos son analizados bajo el principio de igualdad, pues 
según Robert Alexy “no es función del Tribunal examinar si el legislador ha dictado la regulación 
más justa y funcional, sino simplemente examinará si ésta no ha sido arbitraria” (Zárate, 2007).  
 
En el caso de la estabilidad laboral reforzada, desde el empleado que es despedido 
injustamente cuando se presenta algún tipo de enfermedad, ya sea de tipo laboral o de enfermedad 
general, es muy común que los empleadores busquen las posibilidades de dar por terminado los 
contratos de trabajo asociados a una justa causa; violando en la generalidad los derechos 
fundamentales de sus trabajadores demostrándose de esta forma decisiones arbitrarias para los 
empleados. 
 
En la mayoría de estos casos ni siquiera se encuentra la aplicabilidad de este principio, porque 
a diario se ve que las necesidades de los empleados están siendo dejadas a un lado y priman los 
intereses de las empresas que a pesar que el deber ser es dar cumplimiento a las normas, en donde 
se encuentran en algunos estados legisladores apoyo absoluto vulnerando los derechos de la 
minoría. 
Para la Corte Constitucional esta teoría se convierte en una herramienta de uso muy 
particular, ya que en los procesos que revisan se dan cuenta de la poca aplicabilidad que le están 
dando y lo mucho que podría servirles, evitando que los casos tengan que llegar a esa instanc ia.  
Esta teoría podría terminar armonizando situaciones que hoy en día toman mayor tiempo y que lo 
que hacen es que muchas personas pierdan fe en el sistema judicial del país. 
 
2. Como ha evolucionado la jurisprudencia con respecto estabilidad laboral 
 
En este título se encuentra como ha ido evolucionando la jurisprudencia entre el año 2008 al 
2017 con la sentencia de Unificación de la Corte Constitucional, donde cada una de las sentencias 
puntualizan y crean derecho sobre la estabilidad laboral reforzada, el cual permite tener una 
panorama más amplio y concreto sobre el desarrollo jurisprudencial y conceptualizar sobre los 
principios en los que se basa cada una de las Cortes. 
 
En primero lugar, se encuentra la Sentencia T-1040 de 2001, en donde el objeto de esta 
sentencia, es hacer valer los derechos de la señora Martha Valencia Gutiérrez, ex empleada de 
Supertiendas y droguerías Olímpica S.A., quien en el desempeño de su labor comenzó a sentir 
molestia en una de sus piernas, y pese a las restricciones resultantes de la valoración médica, el 
jefe inmediato continuó exigiéndole el desarrollo de funciones que deterioraban su salud e 
impedían su recuperación; dada la situación y después de varias intervenciones quirúrgicas, la 
demandante solicitó mediante acción de tutela el cumplimiento de sus derechos, y pedía ser 
reubicada en un puesto donde sus funciones fueran compatibles con las restricciones solicitadas 
por el médico, además que se le otorgara la capacitación debida para el desempeño de otras 
funciones para las que había sido reubicada (Sentencia T-1040, 2001).  
 
Desconociendo el proceso en el que se encontraba la demandante, la empresa decide terminar 
unilateralmente el contrato de trabajo sin justa causa, otorgándole la indemnizac ión 
correspondiente, por lo cual la demandante solicitó por la misma vía jurídica el reintegro a la 
empresa sin solución de continuidad. La decisión tomada por la Corte en este caso, fue el de 
exigirle al empleador el reintegro de la trabajadora en un puesto de trabajo acorde con sus 
restricciones médicas, que se le ofreciera la capacitación debida para el desarrollo de sus funciones 
y que se debe privar de terminar el contrato de trabajo en tanto la trabajadora no se recupere 
totalmente y pueda estar en condiciones de conseguir otro empleo; para esto a la trabajadora se le 
descontará de sus ingresos y prestaciones, la indemnización que se le otorgó a la hora de su despido   
(Sentencia T-1040, 2001). 
 
 El debate jurídico del presente caso se desarrolla teniendo en cuenta el poder de 
subordinación que tiene el empleador con respecto del empleado, dado a que la empresa 
demandada argumenta que fue notificado del proceso jurídico en el que se encontraba la 
trabajadora, días después de haberse terminado el contrato de trabajo, sin embargo el legislador 
aclara que así al empleador se le otorgue esta facultad, todos los casos donde se presuma que se 
está menoscabando la integridad y condiciones del trabajador, deben ser analizados a la luz del 
amparo que la Constitución Política de Colombia le ofrece a los trabajadores, con el fin de proteger 
sus derechos; lo anterior, indica que así el empleador tenga unos beneficios legales para la toma 
de sus decisiones, siempre la corte va a tener en cuenta la presunción de la culpa patronal, mientras 
no demuestre con pruebas confiables que no se está vulnerando la dignidad del trabajador.  
 
Seguidamente, se encuentra la Sentencia T-434 de 2008, la cual se observa donde se termina 
el contrato de trabajo del señor Angel María Sierra Ibañez, persona en situación de discapacidad, 
sin autorización del Ministerio del Trabajo, donde se expresa la decisión de ordenar a la Empresa 
Brinks de Colombia S.A., que debe reintegrar y de ser necesario reubicar al señor Ángel María 
Sierra Ibáñez dentro de la planta de personal de la empresa en un cargo apto para lograr un 
desempeño laboral adecuado y compatible con su estado actual de salud (Sentencia T-434/08, 
2008). Con ese propósito, deberá contar con la asistencia en forma permanente de la 
Administradora de Riesgos Profesionales del Seguro Social –ARP y cancelar el equivalente a 
ciento ochenta días (180) días de salario, por el hecho de haberlo despedido sin autorización del 
Ministerio de la Protección Social en armonía con lo previsto en la normatividad vigente. Lo 
anterior, sin perjuicio de las sumas ya reconocidas y de los valores que llegaren a ordenarse por 
salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones no canceladas, si a ello hubiere lugar. 
 
Ante esta sentencia y de acuerdo al análisis realizado por la Corte Constitucional, se evidencia 
como las empresas se apresuran en tomar decisiones que afectan los derechos fundamentales de 
los empleados y que al final lo que hacen es generar un inconformismo y una clara desatención de 
su discapacidad, así mismo la violación al cumplimiento de las normas establecidas como está 
claramente descrito el no haber solicitado el permiso al Ministerio de la Protección Social, 
requisito fundamental para dar por terminado un contrato a una persona con estado de debilidad 
manifiesta; así mismo, las diferencias que se presentan entre las instancias judiciales que a pesar 
de tratarse del mismo caso cada uno tiene una decisión diferente que lo que hace es generar un 
choque entre sus conceptos que desde el inicio deberían coincidir en las decisiones que finalmente 
tienen que llegar hasta la Corte Constitucional. (Sentencia T-434/08, 2008) 
 
De igual manera, se encuentra la Sentencia T-420 de 2015, en donde se analiza el caso del 
señor José Danilo Mazo Díaz quien mediante vía de acción de tutela en contra de la compañía 
Seguridad de Occidente Ltda, pide se le proteja su derecho a la estabilidad laboral reforzada, al 
mínimo vital y a la seguridad social, que debían ser materializados con las acciones de reintegro a 
la empresa, en un cargo acorde a sus restricciones médicas igual o de mayor jerarquía al que venía 
desempeñando. El empleado estaba vinculado mediante contrato de trabajo a término fijo infer ior 
a un año por 6 meses, el cuál fue prorrogado por un tiempo igual, durante el primer periodo del 
contrato, el trabajador reportó dificultades en su salud, la EPS S.O.S emitió diagnóstico de 
“carcinoma basocelular nodular”, dejando como restricción el no exponerse al sol, lo que 
implicaba resguardarse del mismo en el desempeño de su labor. La empresa decidió no renovar el 
contrato de trabajo, por lo cual el trabajador argumenta que esa decisión fue tomada mientras se 
encontraba en trámites para realizarse una cirugía y que su desvinculación al sistema de salud, 
entorpecía los mismos, además que su desprotección laboral le impedía contar con el mínimo vital 
para su sustento y el de su familia (Sentencia T-420, 2015).  
 
El empleador argumenta que la terminación de contrato se dio en los términos legales 
teniendo en cuenta el Código sustantivo de trabajo, y que la causa fue el vencimiento del plazo 
pactado y los repetitivos incumplimientos y desacatos a las normas establecidas en su puesto de 
trabajo. La decisión de la corte fue ordenar al empleador a reintegrar al trabajador a su labor en un 
cargo igual o de mayor jerarquía al que estaba desempeñando, cumpliendo con las restricciones 
establecidas para cuidar su salud, además, ordenó pagar la indemnización para tales casos de 
acuerdo a lo dispuesto en dispuesto en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, además de pagar los 
salarios y seguridad social del tiempo desde que se terminó el contrato hasta la fecha. 
 
El argumento de la Corte para tomar esta decisión, es que se hace evidente que existe relación 
entre la causa del despido y el estado de salud del trabajador al momento de efectuarse el mismo, 
sumado a que omitieron el pago de la indemnización de los 180 días de salario y el permiso del 
Ministerio de trabajo para proceder a la terminación, ya que no solo pueden basarse en efectuar la 
terminación del contrato, por el vencimiento del plazo pactado, debido a que la Constituc ión 
ampara a los trabajadores que se encuentran en situación de debilidad manifiesta, y les protege su 
derecho a la estabilidad en el empleo. Así el empleador justifique la causa de terminación por las 
faltas de indisciplina del trabajador, la Corte asegura que no se presentaron las pruebas suficientes 
de los procesos disciplinarios para argumentar una justa causa, y que en ese mismo sentido, no 
acudieron al Ministerio de trabajo para solicitar el permiso de terminación de contrato. (Sentencia 
T-420, 2015) 
 
Sumando a lo anterior, se halla la Sentencia T 320 de 2016, en donde la señora Sirley Veloza 
Cicery formuló acción de tutela contra Sodexo S.A. al considerar que dicha empresa vulneró sus 
derechos fundamentales al trabajo, a la estabilidad laboral reforzada, al mínimo vital, a la salud y 
a la seguridad social, al haber terminado unilateralmente su contrato de trabajo, a pesar que se 
encontraba bajo tratamiento médico a raíz de un accidente que sufrió el diez (10) de septiembre de 
dos mil catorce (2014), cuando se encontraba desempeñando la jornada laboral; en ella se decide 
revocar las sentencias proferidas, conceder el amparo del derecho a la estabilidad laboral reforzada 
de la demandante y ordenar a SODEXO S.A. a que proceda a reintegrarla, a un cargo en iguales o 
mejores condiciones al que ejerció hasta el momento de su desvinculación, sin solución de 
continuidad. 
 
Esta sentencia presenta apartes muy interesantes, además de las apreciaciones definidas por 
las diferentes instancias por las que pasó, se ve como la empresa se apresuró a tomar una decisión 
basada en las evidencias de desacato de la funcionaria, sin embargo y a pesar de tener razones de 
peso no tuvo la suficiente claridad para solicitar al Ministerio de la Protección social la 
autorización para llevar a cabo dicho despido y adicional para validar que sus continuas faltas se 
debían a que aún estaba incapacitada y esta razón protegía a la funcionaria en su estado de 
debilidad manifiesta, sin embargo los diferentes estamentos judiciales no lo determinaron así. 
¿Será por eso que los casos deben llegar hasta la Corte Constitucional? ¿Dónde realmente son más 
proteccionistas y cuidadores de la vulneración de los derechos fundamentales y aplican la ley como 
está establecido? Es muy importante hacer este análisis dado que los continuos choques entre las 
cortes dan a entender que no hay una estandarización en las decisiones tomadas por unos frente a 
los otros a pesar de estar en el mismo país donde se supone que la legislación laboral se aplica de 
la misma manera (Sentencia T-320, 2016). 
 
Sentencia T-057 de 2016: Corresponde a la Corte Constitucional determinar si con la 
actuación desplegada por Productos Ramo S.A. al terminar de manera unilateral y sin justa causa 
el contrato del señor Jimmy Alexander Salcedo Granados se vulneraron los derechos 
fundamentales al mínimo vital, a la vida digna, a la seguridad social y estabilidad laboral reforzada 
del accionante. En consecuencia, requiere que se ordene a la empresa Productos Ramo S.A. 
proteger y restablecer los derechos que considera vulnerados, por lo que solicita que sea 
reintegrado laboralmente garantizándosele el fuero de estabilidad laboral reforzada y la 
continuidad con su tratamiento médico, al final de este proceso se decide conceder el amparo de 
los derechos fundamentales del señor Jimmy Alexander Salcedo Granados, además, ordenar a 
Productos Ramo S.A. reintegre al peticionario en forma inmediata al cargo que venía ocupando o 
a uno de semejante jerarquía al que el demandante venía desempeñando.  
 
A lo largo de la sentencia se ha analizado la problemática del accionante y de la empresa 
Productos Ramo S.A., en donde cada uno de las partes tuvo la oportunidad de presentar sus 
retenciones, argumentos, pruebas caso que es estudiado por la Corte Constitucional desde el 
derecho fundamental a la seguridad social, derecho a la estabilidad laboral reforzada; derecho 
fundamental a la asociación sindical, fuero sindical, fuero circunstancial y terminación unilate ra l 
y sin justa causa del contrato de trabajo por parte del empleador, situación que llevo Corte a 
evidenciar que había sido violado el derecho a la estabilidad laboral reforzada del accionante por 
encontrarse en tratamientos médicos y en proceso de recuperación de accidente de trabajo, hecho 
que no fueron tenidos en cuenta por la empresa Productos Ramo S.A, dejando sin protección al 
accionante y a todo su grupo familiar; situación que debe ser estudiada con más detalle el momento 
que un empleador toma la decisión de prescindir de los servicios del trabajador, velando que no 
quede desprotegido o en estado de indefensión enfrentándose a una enfermedad o deterior causante 
perjuicios irremediables (Sentencia T-057, 2016). 
 
Por último, se encuentra la Sentencia de Unificación SU 049 de 2017, la cual el señor Ángel 
María Echavarría Oquendo, de 73 años de edad, se desempeñaba como conductor de vehículos de 
carga para la firma Inciviles S.A., con un contrato de prestación de servicios. Inciviles S.A. terminó 
unilateralmente el vínculo sin autorización previa del inspector de trabajo, en un momento en el 
cual se encontraba incapacitado como consecuencia de un accidente de origen profesional que le 
ocasionó una lesión completa del músculo supraespinoso, ubicado en su hombro izquierdo, y que 
le dificultaba realizar sus labores desde hacía algún tiempo. Instauró acción de tutela por considerar 
vulnerado su derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada y se decide ordenar a 
Inciviles S.A., renueve el contrato de prestación de servicios con el señor Ángel María Echavarría 
Oquendo, cancele al actor las remuneraciones que dejó de recibir entre el momento de su 
desvinculación y le pague, adicionalmente, una indemnización equivalente a 180 días de 
honorarios (Sentencia SU O49, 2017). 
 
Una vez analizada la Sentencia de Unificación de la Corte Constitucional, se encuentra el 
debate entre la Ley y la Constitución, en el cual se plantea el reconocimiento del derecho a la 
estabilidad laboral – ocupacional reforzada a los tutelantes del derecho al trabajo, a la igual, a la 
vida digna, a la Seguridad Social, entre otros, igualmente se evidencia que siendo la Corte 
Constitucional mucho más garantistas que la Corte Suprema de Justicia, ya que el trabajador es 
valorado en su integridad como una persona con limitaciones para el desarrollo y desempeño 
laboral, mientras que la corte Suprema de Justicia deja percibir que sus pronunciamientos están 
ligados totalmente al cumplimiento de requisitos de la Ley 361 de 1997. 
 
 
3. Estabilidad laboral reforzada: el choque de trenes entre las cortes 
 
Durante todo el artículo se ha podido notar que la Corte Constitucional, es mucho más 
garantista que la Corte suprema, pues la dignidad humana es su más preciado desarrollo 
jurisprudencial llegando incluso a legislar sin corresponderle, como ejemplo de esto se tiene la Ley 
361 de 1997, la cual establece la estabilidad laboral reforzada para quienes tengan una pérdida de 
capacidad laboral superior al 15% y la Corte Constitucional se ha pronunciado con jurisprudenc ia 
para aplicar a quienes sólo presentan un 1%. Muchos juristas no comparten estas aplicaciones por 
cuanto la misma constitución establece que los jueces en sus decisiones, incluidos los de la corte 
constitucional deben sujetarse a la Ley. 
 
Los estudios de la jurisprudencia y los principios fundamentales tenidos en cuenta por ambas 
Cortes, para dar respuesta a los requerimientos generalmente de los trabajadores, llevan a pensar 
que generalmente los procesos jurídicos en primeras instancias siempre van a concluir a favor del 
empleador, debido a que se quedan en un análisis superficial de los hechos expuestos por el 
empleador, que buscan incansablemente poder evadir la responsabilidad; si bien para los 
empleadores se convierte en una “carga” el reubicar a un empleado, o reacomodar los puestos de 
trabajo de acuerdo a las restricciones proferidas por los profesionales de la salud, no se puede ser 
indolente e indiferente con las situaciones de los empleados, que no solo interfieren en su bienestar 
físico y emocional, sino también económico.  
 
En las primeras instancias se omiten los principios Constitucionales, y se desconoce que 
Colombia es un estado social de derecho, que siempre velará por la protección de las personas, 
especialmente en condición de debilidad manifiesta, y que así el empleador argumente 
jurídicamente sus razones, siempre se establecerá la presunción de la culpa patronal, puesto que el 
empleado siempre estará en una desventaja frente a la condición de subordinación del empleador, 
dado a que este último, es quien finalmente define las condiciones contractuales y físicas de los 
trabajadores.  
 
A la luz del análisis de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 
Justicia, se ha identificado que la Corte Constitucional ha sostenido que el derecho a la estabilidad 
ocupacional reforzada no se deriva únicamente de la Ley 361 de 1997, ni es exclusivo de quienes 
han sido calificados con pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda, la Corte ha 
dejado constancia en sus sentencias judiciales que este derecho tiene fundamento constitucional y 
es aplicable a todas las personas que tengan una afectación en su salud, y que impida o dificulte 
en el desempeño de sus labores en las condiciones normales, una vez esta situación se considere 
como circunstancia que genere debilidad manifiesta, y en consecuencia pueda verse discriminada 
por el hecho de presentar disminución de su capacidad ocupacional, en ese sentido, la 
jurisprudencia constitucional protege el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada de quienes 
han sido desvinculados de las empresas sin autorización de la oficina del Trabajo.  
 
Caso contrario es lo que opina la Corte Suprema de Justicia, ya que para esta corporación el 
trabajador debe cumplir con lo estipulado en la Ley 361 de 1997, dejando de lado los princip ios 
fundamental y la constitución, y es ahí donde nace los choques de trenes entre la cortes, como 
solución a dicha situación la Corte Constitucional unifica los criterios en el Sentencia SU049 de 
2017, logrando con esto darle un parte de tranquilidad a los trabajadores y encaminado a los jueces 




1. La Estabilidad Laboral Reforzada, es un derecho fundamental que debe ser reconocido a 
todas las personas que presenten una disminución física, y que no deben ser objeto de 
discriminación por causa de su situación o discapacidad en material laboral. 
 
2. La Estabilidad Laboral Reforzada no es un derecho renunciable o negociable, a través de 
este artículo se logró hacer un recorrido por la doctrina y la jurisprudencia, llegando a la conclusión 
que se deben garantizar los derechos fundamentales, cumplir los presupuestos normativos y 
procesales a través de la Normatividad Legal y la Jurisprudencia vigente para hacer efectivo este 
derecho, logrando así el respeto de los derechos de los trabajadores como de los empleadores.  
 
3. Durante el recorrido por algunas de las Sentencias Proferidas por la Corte Constituciona l 
y la Corte Suprema de Justicia, se evidencia que a lo largo del tiempo ha evolucionado en el 
reconocimiento y aplicación del derecho de la Estabilidad Laboral Reforzada, y aunque los Jueces 
gozan de autonomía en sus decisiones, estás deben estar enfundadas de legalidad y elementos que 
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